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RESUMEN EJECUTIVO

Estudios realizados por esta Contraloría General dan cuenta de importantes problemas en la planificación, administración y vigilancia de la zona marítimo terrestre del país.  Como parte de la fiscalización que se viene realizando sobre este tema, se programó una evaluación en la Municipalidad de Nandayure para determinar la eficiencia y eficacia de la gestión municipal sobre esta materia, el cual abarcó el período comprendido entre el 1º de enero del 2000 y el 30 de junio del 2008.

El Cantón de Nandayure tiene una extensión de aproximadamente 5,6 km2 de costa, de los cuales 0,6 km2  son áreas protegidas y 0,69 km2 son propiedades que fueron inscritas antes de entrar en vigencia la Ley de Zona Marítimo Terrestre, No. 6043, y por tanto están excluidas de su regulación, quedando bajo la administración municipal 4,31 km2. De ellos solo 1.55 Km2 de costa están regulados mediante 5 planes reguladores, tres de los cuales fueron propuestos y financiados por sujetos de derecho privado, uno no cuenta con la certificación del MINAET en la que se señale que los suelos de esas áreas no califican como boscosas o de aptitud forestal, ninguno cuenta con los estudios de viabilidad ambiental y dos no contemplan las zonas de cooperativas.  Por otra parte, en las playas Islita, Bejuco, San Miguel, Coyote y Puerto Coyote, se detectaron desarrollos inmobiliarios (viviendas, áreas recreativas privadas, ranchos improvisados, cercas de piñuela y palmeras), que abarcan ilegalmente la zona pública obstruyendo su libre acceso.

Por otra parte esa Municipalidad ha permito que 306 personas, físicas o jurídicas, ocupen la zona y la desarrollen sin contar legalmente con su concesión, en muchos casos aplicándoles para los efectos el cobro del canon. También ha otorgado usos de suelo en zonas que por sus características de humedal y manglares deben ser administradas por el MINAET, pese a que dichos sectores aún no están certificados como tales.

Asimismo, la Municipalidad de Nandayure tiene serias debilidades en la estructura organizacional que la limitan a dar respuestas oportunas a los requerimientos de desarrollo costero del cantón y, velar por el cumplimiento de la normativa jurídica y técnica. 
En virtud de las deficiencias detectadas, se dispuso al Alcalde, corregir la aceptación de planes reguladores propuestos por sujetos de derecho privado, tramitar las certificaciones del MINAET Y SETENA para los planes reguladores que carecen de ese requerimiento, establecer las zonas de cooperativas; implementar los planes reguladores en la porción de la ZMT que aún carece de tales instrumentos de planificación, efectuar un estudio para ordenar la zona pública y realizar un estudio de los solicitantes de concesiones. Además, se solicitó implementar acciones para realizar los ajustes al Manual Descriptivo de Puestos y dotar de los recursos necesarios al Departamento de ZMT para el cumplimiento de la Ley 6043, mejorar el sistema de información relacionado con la administración de la ZMT, poner en práctica las políticas y directrices en relación con el archivo de documentos y el manejo de los expedientes y mejorar la gestión de cobro y la formulación de los planes operativos anuales. 
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1.
INTRODUCCIÓN
1.1
Origen del estudio
Desde los primeros años de la República, el legislador costarricense ha persistido siempre en la idea de que una franja de terreno a la orilla de los mares que bañan sus costas, debía quedar fuera del dominio particular, convirtiéndolo en un bien de dominio público inalienable, no susceptible de entrar en el comercio de los hombres
.

En ese sentido, el actual sistema de gestión institucional establece una serie de instrumentos como el Plan Nacional de Desarrollo Turístico, los Planes Reguladores y los reglamentos, directrices y acuerdos de los entes competentes (Municipalidades, ICT, INVU, entre otros), para poder dar en concesión y construir obras en esa franja de terreno de manera ordenada y equilibrada; sin embargo, los resultados de estudios realizados por esta Contraloría General, así como estudios de expertos, dan cuenta de serios problemas en la planificación, administración, control del uso y aprovechamiento de este bien demanial, que de no corregirse, pueden producir importantes alteraciones al medio ambiente y principalmente a su aprovechamiento transparente y participativo como bien público que es.
En virtud de ello, esta Contraloría General de la República en atención al Plan Operativo Anual de la División de Fiscalización Operativa y Evaluativa del año 2008, programó una evaluación que considera varios cantones costeros entre ellos el Cantón de Nandayure, Provincia de Guanacaste.

1.2
Objetivo del estudio
Determinar la eficiencia y eficacia de la gestión municipal en la planificación, administración, vigilancia y protección de los terrenos ubicados dentro de la zona marítimo terrestre del Cantón de Nandayure, con apego al bloque de legalidad.

1.3
Naturaleza y alcance del estudio
La evaluación se enfocó a la gestión realizada por la Municipalidad de Nandayure, referida a la planificación, administración, vigilancia y protección de los terrenos ubicados dentro de la zona marítimo terrestre del cantón. Se verificó además el cumplimento de la normativa vigente referida al dominio, desarrollo, aprovechamiento y uso de este bien de dominio público, y se efectuó un análisis del sistema de control interno existente en lo que a la administración y control de la zona marítimo terrestre se refiere. 

El estudio abarcó el período que va del 1º de enero del 2000 al 30 de junio de 2008; sin embargo, por la naturaleza de los aspectos evaluados fue necesario ampliar dicho período en aquellos casos en que se consideró necesario. 

1.4
Aspectos positivos que favorecieron la ejecución del estudio

Se deja constancia de la colaboración y atención brindada por los funcionarios de la Municipalidad de Nandayure para el desarrollo del presente estudio.

1.5
Comunicación preliminar de los resultados del estudio 
La comunicación preliminar de los principales resultados, conclusiones y disposiciones producto del estudio a que alude el presente informe, se efectuó en la Municipalidad de Nandayure, el 1 de diciembre de 2008, al señor Luis Gerardo Rodríguez Quesada, Alcalde Municipal; al Profesor Minor Cordero Umaña, Presidente del Concejo Municipal; al Bachiller José Humberto León Abadía, Encargado de la Zona Marítimo Terrestre y al Lic. Gilberto Hernández Matarrita, Auditor Municipal. 
El borrador del presente informe se entregó en esa misma fecha al Alcalde Municipal, por medio del oficio No. 12742 del 28 de noviembre de 2008, con el propósito de que en un plazo no mayor de cinco días hábiles, formulara y remitiera a la Gerencia del Área de Servicios Municipales, las observaciones que considerara pertinentes sobre su contenido. 

En relación con lo anterior, se recibió el oficio AM AAA 413-2008 del 4 de diciembre 2008, en el que el Alcalde Municipal hace una serie de observaciones que fueron analizadas por esta Contraloría General y sobre las cuales se procede a mencionar lo siguiente:

· Respecto de que en Playa Corozalito no se puede implementar el área de cooperativas, ya que el área es de uso agropecuario, se acoge la observación hecha por la imposibilidad de implementar la zona de cooperativas en el citado plan regulador, al ser una zona de aptitud no turística, lo cual tiene su fundamento en el artículo 57 del Reglamento a la Ley 6043 y se hace la corrección pertinente en el informe. 

-
En cuanto a lo comentado sobre la ausencia en uno de los planes reguladores, de la certificación del MINAET, y que ninguno de los planes cuentan con los estudios de viabilidad ambiental, estos aspectos fueron considerados en el apartado 2.1 de este informe, por lo que se mantiene la señalado por esta Contraloría General, así como también las disposiciones contenidas en los puntos 4.2 a) y b) de este documento, que tienen relación con el caso.
- 
Sobre la ocupación de parcelas en ZMT sin cumplir con los requisitos de concesión, tal como se mencionó en el aparte 2.2.2. de este documento, las justificaciones expuestas por la Alcaldía Municipal en su oficio, ya habían sido incorporadas dentro del contexto del presente informe, cuando el Encargado del Departamento de ZMT señaló
 “… prácticamente hasta marzo del 2008, el departamento estuvo a cargo de solo un funcionario y que fue después de esa fecha, con el nombramiento del Inspector de ZMT, que se le dio un poco de celeridad a los trámites de concesión, pero señaló que dos personas no son suficientes para desarrollar el volumen de trabajo que genera la administración de la ZMT como la de Nandayure. Igualmente, mencionó que la demora del IGN en los amojonamientos (caso San Miguel) y del Ministerio de Hacienda en la resolución de recursos de revocatoria contra los nuevos avalúos, provocan plazos excesivos en la tramitología de las concesiones”.

Por lo anterior, esta Contraloría General mantiene lo señalado en el aparte 2.2.2 de este mismo informe, así como también las disposiciones contenidas en los puntos 4.2 d), e) y f) de este documento, que tienen relación con el caso.

- 
En relación con el libre acceso a los expedientes que se comenta en el aparte 2.3 d) del informe, se toma nota de lo indicado en su oficio y se hace el complemento respectivo en el comentario y se mantiene la disposición contenida en los puntos 4.2 j) de este documento, que tienen relación con el caso.

Por último, los demás aspectos señalados en el oficio No. AM AAA 413-2008 ya fueron considerados dentro del contexto del informe por lo que no se hace ningún comentario adicional sobre éstos.

1.6
Generalidades acerca del estudio
La Ley sobre la Zona Marítimo Terrestre
 (ZMT), establece que esa zona constituye parte del patrimonio nacional, pertenece al Estado y es inalienable e imprescriptible. La ZMT está constituida por la porción litoral que a partir de la pleamar ordinaria se extiende a lo ancho doscientos metros, de los cuales cincuenta metros son de acceso y uso público (zona pública) y ciento cincuenta metros son zona restringida controlada por el Estado, en los cuales se pueden construir obras, previo cumplimiento de los requisitos establecidos por la legislación y las autorizaciones correspondientes.  

Esa Ley señala que salvo las excepciones establecidas, la zona pública (50 metros de ancho a partir de la pleamar ordinaria) no puede ser objeto de ocupación bajo ningún título ni en ningún caso y nadie puede alegar derecho sobre esta porción de la ZMT la cual debe estar dedicada al uso público, por lo que las municipalidades de los cantones costeros, el Instituto Costarricense de Turismo (ICT), el Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo (INVU) y las demás instituciones del Estado encargadas de su vigilancia y protección, deben dictar y hacer cumplir las disposiciones necesarias para garantizar el libre tránsito y disfrute y solo se permitirá de manera excepcional obras que requieren necesariamente la aprobación del Ministerio de Obras Públicas y Transportes y las entidades antes citadas, atendiendo al uso público a que se destinen, o que se trate del establecimiento y operación de instalaciones turísticas estatales de notoria conveniencia para el país y cuando el tipo de desarrollo se refiera a esteros o manglares, o puedan afectarse éstos, se requerirá el criterio técnico del Ministerio de Agricultura y Ganadería sobre las consecuencias en las condiciones ecológicas de dichos lugares.

En el caso de la zona restringida, la administración y usufructo corresponde a la municipalidad de la jurisdicción respectiva, según lo dispone el artículo 3 de la Ley No. 6043, por lo que las municipalidades, en su condición de administradoras de la ZMT bajo su jurisdicción, son las encargadas de vigilar el uso y aprovechamiento de este bien demanial, otorgar concesiones para el uso y disfrute de la zona restringida, sujetas a los plazos y condiciones establecidos en la citada Ley y su Reglamento
. 

Para ello debe existir la declaratoria de aptitud turística dada por el ICT, contar con un plan regulador aprobado por el Gobierno Local del cantón, el INVU y el ICT, así como certificación del Ministerio de Ambiente, Energía y Tecnología (MINAET) de que no se trata de zonas que califican como boscosas o forestales. Además, es indispensable que el área haya sido demarcada por el Instituto Geográfico Nacional (IGN), que exista un avalúo de los terrenos de la Dirección General de Tributación Directa, que dicho plan se haya sometido a audiencia pública, que haya sido publicado en el diario oficial y que cuente con la evaluación del impacto ambiental de la Secretaría Técnica Nacional Ambiental.  Una vez cumplidos dichos requisitos, las municipalidades podrán iniciar el estudio de las solicitudes de concesión.

De tal manera, los planes reguladores se constituyen en el instrumento legal y técnico para lograr el desarrollo económico, social y ambiental equilibrado en la ZMT y en las áreas adyacentes, por lo que su observancia constituye una obligación para las instituciones encargadas de la administración, vigilancia y protección de la ZMT del país así como para los mismos concesionarios. Para ello es indispensable que dicho instrumento de control, refleje e identifique claramente las condiciones del espacio físico para garantizar el correcto aprovechamiento del suelo y la conservación del medio ambiente.
Partiendo de la información que suministró la Municipalidad de Nandayure
, el cantón tiene una extensión de aproximadamente 5,6 km2 de costa, de los cuales 0,6 km2  son áreas protegidas y 0,69 km2 son propiedades que fueron inscritas antes de entrar en vigencia la Ley No. 6043
 y por tanto están excluidas de su regulación, quedando bajo la administración municipal 4,31 km2   que debe vigilar para la correcta utilización y desarrollo de esa zona.

2.
RESULTADOS
2.1
Inobservancia de normativa referente a la formulación de los planes reguladores
De los 4.31 Km2 de zona marítimo terrestre bajo la administración de la Municipalidad de Nandayure, sólo 1.55 Km2 están regulados mediante planes reguladores que corresponden a las áreas costeras de Playa Islita (parcialmente), Playa Corozalito (parcialmente), Playa San Miguel, Playa Coyote y Playa Puerto Coyote (parcialmente), tal como se detalla en la siguiente tabla
. 

	MUNICIPALIDAD DE NANDAYURE



	PLANES REGULADORES APROBADOS

	PLAYA
	ICT
	INVU
	MUNICIPALIDAD
	GACETA
	CERTIFICACION
	PROPUESTO

	
	FECHA
	FECHA
	FECHA
	Nro.
	FECHA
	MINAET
	SETENA
	

	PLAN REGULADOR PLAYA ISLITA
	20/04/2004
	(1)
	09/03/05


	68
	08/04/05
	ACT-OSRH-167
del 06/03/2008 
	NO
	ECOPLAN (CONTRATADO POR PAFLO S.A.)



	PLAN REGULADOR PLAYA CORAZALITO
	28/06/1999   22/01/2001
	(1)
	(1)
	5
	08/01/01
	NO
	NO
	OIKOS BIO CONSULTORES S.A. (CONTRATADO POR MAYHER LTDA)

	PLAN REGULADOR PLAYAS SAN MIGUEL
	08/04/1996
	25/03/1998
	30/07/04


	27
	08/02/05
	ACT-OSRH-355 del 30/06/2006
	NO
	DEPPAT (CONTRATADO POR ICT)

	PLAN REGULADOR PLAYA COYOTE
	08/04/1996
	25/03/1998
	(1)

	53
	15/03/00
	ACT-OSRH-355 del 30/06/2006
	NO
	DEPPAT (CONTRATADO POR ICT)

	PLAN REGULADOR PLAYA PUERTO COYOTE
	04/09/1995
	(1)
	29-09-1999
	53
	15/03/00
	ACT-OSRH-355 del 30/06/2006
	NO
	DEPPAT (CONTRATADO POR ALEJANDRO ARIAS FONT)

	FUENTE: Archivo de planes reguladores del Departamento de ZMT

	(1) No se encontraron datos de aprobación


Según el cuadro anterior, entre los años 1995 y 2005 se aprobaron 5 planes reguladores de los cuales, tres los propusieron y financiaron sujetos de derecho privado y dos el ICT. El plan regulador de Playa Corozalito no cuenta con la certificación del MINAET en la que se señale que los suelos de esas áreas no califican como bosques o de aptitud forestal. Ninguno de los cinco documentos cuentan con los estudios de viabilidad ambiental establecidos en la Ley Orgánica del Ambiente No. 7554, y dos de ellos no consideran zonas para destinarlas a la concesión de cooperativas o grupos organizados.
En relación con los planes reguladores costeros cuya elaboración haya sido gestionada, contratada y financiada por sujetos de derecho privado, la Procuraduría General de la República (PGR) ha señalado que las municipalidades, el ICT y el INVU no los deben aprobar o adoptar según el caso, e indica que esos instrumentos reguladores los deben elaborar las municipalidades para lo cual pueden solicitar la colaboración y apoyo técnico del ICT y/o el INVU, considerando que su elaboración es una potestad pública indelegable
.

En línea con lo anterior, en marzo del 2007 la PGR le indicó a la Municipalidad de Santa Cruz
, entre otras cosas, que la potestad para planificar localmente el territorio en la ZMT se deriva de la potestad para administrar ese bien de dominio público.  Es decir, la administración de dicha zona como bien demanial supone la potestad para determinar el uso del suelo por medio de planes de ordenamiento territorial y la competencia para elaborar planes reguladores costeros en la ZMT es una manifestación o concreción de la autoridad para ordenar el territorio, referida a un espacio geográfico determinado a nivel local. 

En cuanto al requerimiento de la calificación de los suelos por parte del MINAET, la Ley Forestal No. 7575
 es la normativa que exige esa clasificación respecto de los terrenos de dominio público sujetos a concesión. En función de ese mandato, el ICT, como responsable de la superior y general vigilancia de todo lo referente a la ZMT, mediante una modificación que hizo en enero de 2006
 -hecha del conocimiento de todas las municipalidades costeras- de su “Procedimiento Institucional sobre Planes reguladores Costeros aprobados con fecha anterior al 19 de octubre del 2004”
, estableció entre lo más relevante, que las municipalidades no podían otorgar concesiones hasta que se hubiese realizado la delimitación de las zonas de bosque y terrenos de aptitud forestal por parte del MINAET y que las municipalidades quedaban inhibidas de otorgar “Anuencias” a favor de particulares para la elaboración de planes reguladores costeros hasta tanto no se delimitaran las zonas de bosque y terreno de aptitud forestal.  
Sobre este particular, los planes reguladores que fueran afectados parcialmente por la delimitación del MINAET, deberían ser modificados y el ICT daría la aprobación final de la nueva versión del Plan Regulador, por lo que debería ser sometido nuevamente a conocimiento de este Instituto y una vez realizadas las actualizaciones señaladas, la Municipalidad respectiva haría la publicación en el Diario Oficial La Gaceta para su oficialización, y los planes reguladores que fueren afectados totalmente por la delimitación de las zonas de bosque y terrenos de aptitud forestal, el ICT, mediante acuerdo de su Junta Directiva, procedería a derogar el acuerdo de aprobación inicial, sin perjuicio de los trámites y gestiones que se hayan realizado a la fecha. 

En relación con el requerimiento de la evaluación del impacto ambiental de los plantes reguladores, el artículo 17 de la Ley Orgánica del Ambiente establece que “las actividades humanas que alteren o destruyan elementos del ambiente o generen residuos, … , requerirán una evaluación de impacto ambiental por parte de la Secretaría Técnica Nacional Ambiental...".  

Sobre el particular, la Sala Constitucional ha señalado que debe ser requisito fundamental y que no atenta contra la autonomía municipal, el que todo plan regulador del desarrollo urbano cuente, de previo a ser aprobado y desarrollado, con un examen del impacto ambiental desde la perspectiva del artículo 50 constitucional, para que el ordenamiento del suelo y sus diversos regímenes, sean compatibles con los alcances de la norma superior, sobre todo, si se repara en que esta disposición establece el derecho de todos los habitantes a obtener una respuesta ambiental de todas las autoridades públicas y ello incluye a las Municipalidades
. 

La misma Sala Constitucional, en la resolución de un recurso de amparo contra la Municipalidad de Osa, señaló que las evaluaciones ambientales son requisito básico para la planificación en la zona costera, que el Decreto Nº 31849-MINAE-S-MOPT-MAG-MEIC vigente desde el 28 de junio del 2004, dispone en el artículo 67, que los planes reguladores establecidos por la Ley de Planificación Urbana y por la Ley de la ZMT, o aquellos otros planes o programas oficiales de ordenamiento del uso del suelo, como forma de planificar el desarrollo de actividades humanas potencialmente impactantes al medio, deben cumplir el requisito de integrar la variable de impacto ambiental, la cual estará sujeta a un proceso de viabilidad ambiental por parte de la SETENA, de previo a su aprobación por las autoridades respectivas
 y que SETENA, por medio de su Manual de EIA, establecería los términos de referencia, los instrumentos y los procedimientos para que dicha variable ambiental sea integrada a los planes reguladores aplicables, tanto a aquellos que se encuentren en elaboración o se elaborarán en el futuro, como a aquellos ya aprobados que todavía no cuenten con la viabilidad ambiental.

En cuanto al tema de reservar, en los planes reguladores, un espacio para las cooperativas u otros grupos organizados, la Ley 6043 y su reglamento
 señalan que en las zonas declaradas turísticas, deberá ofrecerse hasta una cuarta parte de la zona para fines de esparcimiento, descanso y vacaciones para grupos organizados sin fines de lucro, requerimiento que se inobservó en la formulación y aprobación de los planes reguladores de playa Islita y playa San Miguel.
En general, el hecho de que la mayoría de los planes reguladores los hayan propuesto sujetos privados; que tres no contemplen zonas para darlas en concesión a agrupaciones sin fines de lucro y que ninguno cuente con los estudios de viabilidad ambiental, son consecuencias de la ausencia de un proceso de planificación integral  ordenado y liderado por la Municipalidad con ajuste al marco legal existente, para orientar el desarrollo, uso y disfrute de dicha zona, de acuerdo a las prioridades de desarrollo de ese cantón y en concordancia con los objetivos de protección y conservación previstos en la Ley 6043, así como en otra normativa que debe observarse y en los planes operativos de la Municipalidad.  
Igualmente, en el incumplimiento de la normativa referente a la formulación de los planes reguladores ya aprobados, incide de manera importante, la ausencia de lineamientos y políticas institucionales que rijan, tanto el proceso de aprobación local considerando entre otras las distintas particularidades geográficas, demográficas, de recursos naturales del cantón, así como la coordinación interinstitucional con los entes que tienen que ver con la aprobación de estos documentos reguladores.  Lo anterior fue ratificado por personeros municipales quienes señalaron que en la práctica se apoyan en el criterio técnico del ICT así como del Departamento de Urbanismo del INVU, quienes son en definitiva los que han aprobado los planes reguladores, previo a que sean conocidos y aprobados por la Municipalidad.

Algunos de los aspectos antes comentados ya habían sido detectados por el Departamento de ZMT de esa Municipalidad y hechos de conocimiento del Concejo Municipal de Nandayure mediante oficios del 14 de julio y 21 de agosto del año en curso
, pero simplemente se tomó nota en cuanto al primer oficio y en el segundo se trasladó a conocimiento de la Comisión de Zona Marítimo Terrestre, sin que a la fecha se haya tomado alguna acción.

La formulación de planes reguladores financiados por particulares, además de constituir una contravención a la normativa, no le permite a la municipalidad mantener un sistema de información a nivel de la zona, no hay uniformidad de criterios sobre los parámetros de densidad y usos de suelo y un mejor control sobre su implementación, aspectos que se diluyen o pierden porque la Municipalidad no conoce los elementos básicos sobre los que se sustentaron los planes que aprueba. 
Asimismo, el hecho de que la municipalidad no cuente con una clasificación de los suelos por parte del MINAET, en la que se establezcan las áreas que son patrimonio natural del Estado (PNE); ni tampoco, con las evaluaciones de impacto ambiental, incrementa el riesgo de que se otorguen concesiones o usos de suelo en zonas que deben protegerse.

Sobre el particular, en playa Corozalito existen dos concesiones aprobadas para uso agrícola, sobre las cuales el Área de Conservación Tempisque del MINAET
, ante consulta realizada por esta Contraloría General, señaló “…que un área considerable de terreno colindante con la zona pública, tanto dentro de la zona restringida como en propiedad privada dedicadas al uso ganadero (repasto) presentan características indicadoras de la existencia de un ecosistema de humedal...”.

Las siguientes fotografías muestran áreas de humedal que fueron concesionadas.
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Sobre lo anterior, la Municipalidad de Nandayure debe tomar en cuenta lo comentado en este y los otros apartes del informe, al elaborar los planes reguladores de las zona marítimo terrestre que se encuentra sin regular, con el fin de verificar el cumplimiento de los requerimientos legales y técnicos y minimizar la ocurrencia de situaciones que atenten contra el desarrollo ordenado de su ZMT.

2.2
Incumplimiento de la normativa que regula el uso y ocupación de la ZMT

2.2.1 Construcciones y obstáculos que limitan el acceso a la zona pública

En las playas de Islita, Bejuco, San Miguel, Coyote y Puerto Coyote, se detectaron desarrollos inmobiliarios (viviendas, áreas recreativas privadas, ranchos improvisados, cercas de piñuela y palmeras), que abarcan la zona pública y en ninguno de esos casos tales estructuras califican dentro de las excepciones permitidas por la Ley No. 6043.

Seguidamente se muestran algunas fotografías que corresponden a construcciones y obstáculos en  la zona pública de esas playas.
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Area de descanso en  la zona pública
en Playa Islita
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Bodega construida en  la 
zona pública Playa Bejuco Sector
de Cuesta  San Miguel
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Piscina en Playa San Miguel, construida sobre línea de mojones
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Piñuelas limitando el acceso a la zona pública
 en Playa Coyote
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Piñuelas y palmeras en zona pública en Playa San Miguel
	


Respecto al acceso y uso de la zona pública, la Ley 6043, en su artículo 20,  señala que salvo las excepciones establecidas en esa ley, esa área (50 metros a partir de la pleamar ordinaria) no puede ser objeto de ocupación bajo ningún título ni nadie puede alegar derecho sobre esta porción de terreno la cual debe estar dedicada al uso público, por lo que las municipalidades de los cantones costeros, el ICT, el INVU y las demás instituciones del Estado, encargadas de su vigilancia y protección, deben dictar y hacer cumplir las disposiciones necesarias para garantizar el libre tránsito y disfrute de dicha zona pública, salvo la excepción que se hace en el artículo 25 que indica que en el caso de fincas debidamente inscritas en el Registro Público, que comprendan parcial o totalmente la zona pública, el uso particular de esta franja de terreno sólo se puede permitir cuando medien acuerdos expresos de la respectiva municipalidad, del ICT y del INVU.

En relación con este tema, la Sala Constitucional ha manifestado que “el núcleo inamovible de la ley reguladora de la zona marítimo terrestre ha sido el relativo a la franja de cincuenta metros de ancho a partir de la pleamar ordinaria, declarada pública, y como tal, no solamente es imposible apropiársela por ningún modo, sino que ha sido puesta al servicio de todas las personas, sin excepción”
. 

La misma Ley 6043, por medio de sus artículos 62, 63 y 65, busca proteger la zona de usos o aprovechamientos incorrectos, estableciendo las sanciones tanto para los funcionarios encargados de administrar ese bien demanial, como también, a los concesionarios que infrinjan la ley.

No obstante dicha normativa y jurisprudencia legal, los hechos comentados evidencian que la zona pública de la ZMT del cantón de Nandayure, específicamente en Playa Islita, Playa Bejuco, Playa San Miguel, Playa Coyote y Puerto Coyote, no está plenamente dedicada al uso público tal como lo exige la Ley sobre la ZMT No. 6043.
Esta situación afecta la preservación de la misma zona pública y su acceso libre, y pese a que la Municipalidad de Nandayure ha ejecutado algunas demoliciones de edificaciones en esos lugares como parte de su función de vigilancia y protección de este bien de dominio público, las situaciones observadas evidencian que dichas medidas no han sido del todo efectivas.

2.2.2
Ocupación de parcelas en ZMT sin cumplir con los requisitos de concesión o distintos a los aprobados en los planes reguladores
De manera generalizada, las personas (físicas o jurídicas( que solicitaron terrenos en concesión en la ZMT, tomaron posesión de ellos y procedieron a construir con autorización de la municipalidad (permiso de construcción) sin que a la fecha tengan una concesión legalmente aprobada, tal como lo ratifica el encargado del Departamento de ZMT en el oficio del 23 de setiembre del 2008.  

Según el estudio realizado, de aproximadamente 501 expedientes de ZMT existentes en los archivos municipales, apenas 195 personas han culminado su trámite de autorización de la concesión emitida por el ICT e inscritas en el Registro Nacional, eso significa que en 306 casos (el 61%) no se han cumplido con todas las formalidades legales de concesión, pese a que la mayoría de ellos están pagando el canon pertinente.
De los 306 expedientes que no han logrado concluir el trámite ante la Municipalidad, 176 (58%) tienen 8 años o más de estarse tramitando y 130 (42%), presentan 4 años o menos, sin haber concluido su trámite de aprobación. Esas solicitudes están distribuidas en las siguientes playas:

	PLAYA
	CANTIDAD

	ISLITA
	8

	COYOTE
	111

	PTO. COYOTE
	38

	SAN MIGUEL
	124

	SIN UBICAR
	25

	TOTAL
	306



Fuente: Expedientes de ZMT, Municipalidad de Nandayure 

Igualmente, dentro de los 176 expedientes que presentan atrasos mayores a 8 años, existen 36 expedientes (7%) que corresponden a contratos de concesión aprobados por la Municipalidad y el ICT entre los años 1983 y 1991 con una vigencia de 5 años y que al término de ese plazo, los interesados presentaron una nueva solicitud de concesión para renovarla, sin que la municipalidad a la fecha haya concluido dicho trámite. 
También se debe aclarar, que dentro de las 306 solicitudes de concesión pendientes de aprobación, existen 124 expedientes del sector de Playa San Miguel cuyo trámite está suspendido debido a que no fue sino hasta el 14 de octubre del 2008, que el IGN realizó la publicación del amojonamiento de la zona pública de ese sector, lo cual evidencia el desorden con que se maneja la ZMT en esa Municipalidad, considerando que su plan regulador ya había sido aprobado por las diferentes instancias (ICT, INVU y Municipalidad) entre los años 1995 y 2005. 
El capítulo II del Reglamento a la Ley No. 6043, dispone el procedimiento que debe seguirse para el trámite de las solicitudes de concesión. Además, la Ley 6043 en sus artículos 30 y 42, señala el proceso de aprobación de concesiones. En el artículo 15 del Reglamento a esa ley, se establece que las municipalidades no pueden aprobar obras de construcción , si entre otros requisitos, no cuentan con un contrato de concesión debidamente inscrito en el Registro General de Concesiones del Registro Nacional.  
La Procuraduría General de la República ha manifestado que la presentación de la solicitud sobre un terreno en la ZMT no legitima a nadie para permanecer en él mientras se le resuelve
 y la Sala Constitucional indica que la simple solicitud no confiere derecho alguno a ocupar de inmediato el inmueble y si se ha hecho se violenta la ley que regula la materia
.

Por otra parte, en los casos de playa San Miguel y playa Coyote, cuyos planes reguladores fueron propuestos por el ICT, los usos de suelo clasificados como zonas de parqueo y de servicios básicos, están siendo utilizados como caminos de acceso a la zona pública de esos lugares, sin que para ese efecto se hayan realizado las modificaciones de los usos de suelo de los planes reguladores de esos lugares. Igualmente, en Playa San Miguel se están presentando cambios naturales en el estero - manglar ubicado en el noreste de la playa, que podrían provocar en el corto plazo, que el camino de acceso a esa zona vaya desapareciendo, y como consecuencia de ello, también puedan producirse cambios en las áreas de los predios que se tienen para concesión, afectando con ello a las personas que tienen presentadas solicitudes de concesión.
El artículo 38 de la Ley sobre la ZMT señala como elemental la existencia del plan regulador para permitir y propiciar el desarrollo turístico y lo complementa el artículo 17 del Reglamento a la citada Ley
 que establece la necesidad de que la ZMT se desarrolle acorde con planes reguladores, los cuales, de conformidad con la definición contenida en el artículo 1º de la Ley de Planificación Urbana, son los instrumentos de planificación local que definen la política de desarrollo y los planes para la distribución de la población, usos de la tierra, vías de circulación, servicios públicos, facilidades comunales y construcción, conservación y rehabilitación de áreas. 
En relación con esos planes, la Procuraduría General ha señalado que “la efectividad de sus regulaciones se garantiza por el carácter normativo que tienen, siendo obligatoria su aplicación una vez puesto en vigencia”
. 
La inobservancia o incumplimiento de la normativa que rige la ocupación y uso de los suelos en la ZMT en el cantón de Nandayure se debe a que durante muchos años la Municipalidad ha aplicado una práctica que no se ajusta a la establecida en la legislación vigente, al recibir del interesado de una concesión, la correspondiente solicitud y otros documentos como el plano de catastro y con base en ellos, permitirles que se instalen y construyan edificaciones, aplicándoles el cobro del canon, indistintamente de si la solicitud contaba o no con la aprobación del ICT.

Asimismo, el encargado del Departamento de ZMT señaló a esta Contraloría General
 que prácticamente hasta marzo del 2008, el departamento estuvo a cargo de solo un funcionario y que fue después de esa fecha, con el nombramiento del Inspector de ZMT, que se le dio un poco de celeridad a los trámites de concesión, pero señaló que dos personas no son suficientes para desarrollar el volumen de trabajo que genera la administración de la ZMT como la de Nandayure. Igualmente, mencionó que la demora del IGN en los amojonamientos (caso San Miguel) y del Ministerio de Hacienda en la resolución de recursos de revocatoria contra los nuevos avalúos, provocan plazos excesivos en la tramitología de las concesiones.
El procedimiento establecido por el ayuntamiento de Nandayure para el trámite de  aprobación de concesiones, evidencia una mala administración de la ZMT y propicia el desinterés por parte de los interesados en una concesión para culminar sus trámites y obtener legalmente su concesión. Lo anterior se agrava cuando la misma Municipalidad percibe de esas personas, sumas por concepto de canon y ha permitido el desarrollo de construcciones, pese al incumplimiento de la normativa por parte de los interesados.
Por otra parte, sobre la aplicación de usos de suelo distintas a las aprobadas en los planes reguladores, el encargado del Departamento de ZMT señaló que en los casos de las playas Coyote y San Miguel, donde algunas zonas destinadas a servicios básicos y de parqueo se utilizan como caminos públicos de acceso a la playa, esos accesos ya estaban ahí muchísimo antes de que se elaboraran los planes reguladores de esos lugares (más de 20 años), situación que puede ser corroborada con los pobladores de esas zonas y evidencia el riesgo de que los planes reguladores propuestos por un ente distinto a su gobierno local, no consideren variables propias de las zonas y proponen desarrollos totalmente opuestos a los que se requieren.
Pese a lo manifestado por el funcionario municipal, el ayuntamiento podría exponerse a demanda legales, en caso de que personas afectadas e interesadas en desarrollar esas zonas, presenten solicitudes de concesión que fueran denegadas por la municipalidad, conforme lo que estipula la Ley 6043 y su reglamento, así como los usos de suelo aprobados en los planes reguladores.

2.2.3
Ocupación de zonas no reguladas que califican como humedales
Aproximadamente un 64% de la ZMT del Cantón de Nandayure (2,76 Km2) no está regulada con planes reguladores, tal es el caso entre otros, del sector no regulado de Playa Islita, así como también Playa Bejuco, Playa Caletas, Puerto Thiel, Puerto San Pablo y la Isla Berrugate.

En el caso particular de Playa Bejuco – sector de Pilas, en la zona restringida y sin regulación, existen ocupantes de lotes que no tienen la condición de “permisionarios”; o sea, no han suscrito un contrato mediante el cual se les conceda un permiso de uso y sólo cuentan con el acuerdo del Concejo Municipal en el que se aprobaron los permisos de uso de suelo en ese lugar. En estos casos se determinó que los interesados procedieron a presentar ante la municipalidad solicitudes de concesión de los inmuebles, con pleno conocimiento de que en esas áreas no existen planes reguladores, pero con la intención de “legitimar” de alguna forma la ocupación y pagar el canon respectivo.
Sin embargo, en relación con esa zona, el Área de Conservación Tempisque
, ante consulta de esta Contraloría General, señaló que en el sector de Playa Bejuco – Pilas existe un sistema de humedales compuesto por manglar que se extiende frente a la playa en casi toda su longitud y una laguna de inundación permanente conexa al manglar y que es alimentada por el flujo y reflujo de las mareas, razón por la cual urge realizar esa clasificación de los terrenos lo antes posible, con el fin de que no se otorguen concesiones en ese lugar, o en su defecto, se declare en su totalidad como área de reserva natural. 

En cuanto a la isla Berrugate, se determinó que existen varias solicitudes de concesión para ese lugar, las cuales se mantienen como pasivas, en vista de que ese territorio además de no estar regulado, reúne características similares a la de Playa Bejuco – sector de Pilas, sin que a la fecha el MINAET  haya realizado los estudios pertinentes para declarar ese terreno como PNE.

En relación con esa zona, el Área de Conservación Tempisque
, ante consulta de esta Contraloría General, señaló que se tiene programado el levantamiento de campo para la elaboración de los mapas de delimitación del PNE, para después darlos a conocer a las instituciones involucradas.

En relación con las áreas de humedal, la Ley Orgánica del Ambiente, No. 7554 del 4 de octubre de 1995, señala que constituyen una categoría de manejo de área silvestre protegida (artículo 32, inciso f)) y así puede disponerlo un decreto o ley, previo el cumplimiento de los requisitos existentes en el artículo 36 de esa ley 7554.  Además, señala que esas áreas serán administradas por el MINAET.

Su artículo 38 establece que la superficie de las áreas silvestres protegidas son PNE, cualquiera sea su categoría de manejo y sólo podrá reducirse por ley de la República, después de realizar los estudios técnicos que justifiquen esta medida.  
El artículo 40 indica que los humedales son los ecosistemas con dependencia de regímenes acuáticos, naturales o artificiales, permanentes o temporales, lénticos o lóticos, dulces, salobres o salados, incluyendo las extensiones marinas hasta el límite posterior de fanerógamas marinas o arrecifes de coral o, en su ausencia, hasta seis metros de profundidad en marea baja.  Asimismo, el artículo 41 declara de interés público los humedales y su conservación, por ser de uso múltiple, estén o no estén protegidos por las leyes que rijan esta materia.

Esa misma Ley, en su artículo 45, prohíbe las actividades orientadas a interrumpir los ciclos naturales de los ecosistemas de humedal, como la construcción de diques que eviten el flujo de aguas marinas o continentales, drenajes, desecamiento, relleno o cualquier otra alteración que provoque el deterioro y la eliminación de tales ecosistemas. Asimismo, el artículo 103 establece como delito la conducta de drenar lagos, lagunas no artificiales y demás humedales, sin la previa autorización de la Dirección General de Vida Silvestre.  El infractor deberá dejar las cosas en el estado en que se encontraban antes de iniciar los trabajos de drenaje, para lo cual se faculta a la Dirección precitada a efectuar los trabajos correspondientes, pero a costa del infractor.

La Ley Orgánica del Ambiente, en su artículo 42, permite que el MINAET, en coordinación con las autoridades competentes, delimite zonas de protección como los humedales, las cuales se sujetarán a planes de ordenamiento y manejo, a fin de prevenir y combatir la contaminación o la degradación de los ecosistemas.
En definitiva, las actividades a realizar dentro de los humedales se encuentran restringidas por lo señalado en el artículo 45 de la precitada ley y su inobservancia puede conllevar, incluso a calificar los actos como violación al Código Penal.

Por lo tanto, de conformidad con lo señalado, el área correspondiente a Playa Bejuco – sector de Pilas, está afectada por humedales, respecto de la cual, la Administración Municipal aprobó dos usos de suelo en terrenos que son PNE, por lo que es necesario tomar las acciones correctivas para ajustar y preservar el bien de dominio público para la protección de los recursos naturales presentes. Asimismo, en cuanto a la isla Berrugate, la municipalidad debe de abstenerse de tramitar usos de suelo, concesiones u aprobar permisos de construcción, hasta tanto el MINAET les comunique oficialmente los resultados del levantamiento de campo que se deben realizar el ese territorio.  
Respecto del hecho de que los interesados hayan presentado solicitudes de concesión, tanto la PGR como la Sala Constitucional, han establecido que la presentación de una solicitud de concesión no legitima a nadie para permanecer en la ZMT mientras se elabora un plan regulador y se resuelve dicha solicitud.  

La PGR
 ha señalado que ante la ausencia de planes reguladores en algunas secciones de la ZMT del cantón, no procede el otorgamiento de concesiones; por consiguiente, el uso de la tierra únicamente es posible mediante el otorgamiento a particulares del denominado “permiso de uso”, que constituye un acto por el cual la autoridad administrativa concede un derecho de tipo precario para que el bien público sea aprovechado por particulares interesados, a cambio del pago de algún tipo de tasa o contribución especial que se ha denominado “uso de suelo”; sin embargo, en el caso (Playa Bejuco – Sector de Pilas), debería revisarse esta figura, por cuanto como ya se ha citado, el Área de Conservación del Tempisque identificó un sistema de humedales, por lo que de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 32 de la Ley 7554, la administración de ese patrimonio le corresponde al MINAET y por lo tanto, no pueden aprobarse usos de suelo en ese lugar.

El hecho de aprobar usos de suelo o eventualmente concesiones en áreas que son PNE, propicia la desaparición de esos ecosistemas, a raíz del desarrollo de proyectos que en la mayoría de los casos causan perjuicio al medio ambiente, al ejecutarse obras que ponen en riesgo la vida en esos lugares, como podrían ser la descarga de aguas servidas e incluso de aguas negras.

El encargado del Departamento de ZMT de la Municipalidad, menciona que de momento  es difícil presentar un plan de acción para establecer planes reguladores en las zonas no reguladas, debido principalmente a la carencia de recursos financieros y técnicos necesarios para llevar a cabo esa labor, como sería la contratación de un topógrafo para que realice la demarcación de la ZMT no regulada, el amojonamiento de la misma y los criterios para establecer la reglamentación de los usos de suelo entre otras cosas. Asimismo, porque en algunos casos, existen procesos judiciales que lleva la PGR que no han concluido, con los cuales se pretende recuperar algunos terrenos en ZMT, que actualmente están en manos de propietarios privados.
2.3
Debilidades en el Departamento de Zona Marítimo Terrestre
Nandayure, al igual que otros cantones de la costa pacífica, presenta un desarrollo turístico muy dinámico, que exige a las entidades públicas a cargo de su control, dar respuestas oportunas a los requerimientos de desarrollo y, por otra parte, velar por el fiel cumplimiento de la normativa jurídica y técnica relacionada con la ZMT. 

No obstante lo anterior, y como una de las principales causas atribuidas al desarrollo desordenado que muestra la ZMT del cantón de Nandayure, su gobierno local no dispone de una estructura organizativa eficaz que responda de manera efectiva a las exigencias del entorno, tal como se detalla seguidamente:
a)
El Departamento de ZMT solo cuenta con un encargado y un inspector, quienes tienen funciones sumamente sensibles e incompatibles, por cuanto además de realizar acciones eminentemente técnicas, participan en procesos vinculados a la toma de decisiones y tienen un amplio control de la información respecto de la ocupación y desarrollo de la ZMT en los expedientes, pese a que los requisitos para esos puestos, solamente exige ser bachiller de secundaria, manejar paquetes de cómputo y tener experiencia en esa área y en la legislación municipal.
Sobre el particular y a manera de referencia, el encargado del Departamento de ZMT, aparte de las actividades de inspección, recepción de solicitudes de concesión, acceso a los expedientes, al control del cobro de los concesionarios; participa en comisiones, eventos y acciones que tienen relación con la aprobación y asignación de concesiones, mantiene comunicación directa y de coordinación con instituciones de apoyo como el ICT, INVU y MINAET, verifica que los proyectos de resolución elaborados por la Alcaldía Municipal, cumplan los enunciados de la Ley No. 6043 y su reglamento, propone mejoras para la implementación y corrección de planes reguladores, elabora informes para la Alcaldía y Concejo municipales sobre los trabajos que se realizan en el Departamento, gestiona los avalúos a los predios de ZMT y guía al inspector municipal en trabajos operativos del departamento. 
Algunas otras funciones de ese departamento son compartidas con el Inspector de ZMT, tales como: atender al público en ventanilla y por teléfono y atención de dudas de tramitología; abrir, ordenar y actualizar el expediente que corresponde al otorgamiento de cada concesión de ZMT y clausurar construcciones ilegales y realizar los informes pertinentes.

No obstante que las funciones que realizan estos funcionarios se encuentran descritas en el Manual de Puestos vigente y les fueron comunicadas formalmente, el volumen de trabajo existente en esa área, unido a la ausencia de un proceso de capacitación sobre las labores que deben desempeñar, la falta de asesoría legal permanente y la carencia de recursos materiales como mobiliario, equipo tecnológico, sistemas de información apropiados y recurso humano suficiente, así como lo reducido del área física que ocupa ese departamento y la falta de incentivos laborales, hace que esas tareas no se cumplan a cabalidad para coadyuvar al logro de los objetivos municipales en cuanto a la administración y fiscalización de la ZMT que abarca el territorio de Nandayure, produciendo además, demora en los tiempos de resolución y pronta respuesta a los administrados, aspectos que fueron ratificados por el encargado del Departamento de ZMT
.

La situación comentada es contraria a las normas desarrolladas en el Manual de normas generales de control interno para la Contraloría General de la República y las entidades y órganos sujetos a su fiscalización, que demandan la operación de una estructura que apoye efectivamente el logro de los objetivos institucionales. Para ello, el  jerarca y los funcionarios de todos los niveles de la organización son los responsables de distribuir y utilizar convenientemente los recursos financieros, materiales, tecnológicos y humanos con que cuenta la organización para asegurar la generación de los resultados esperados
.
b) 
El mencionado departamento solo cuenta con un vehículo para realizar sus labores de inspección, atención de denuncias y giras, que debe compartir con otras áreas administrativas. De hecho, el Encargado del Departamento de ZMT señaló en su oficio del 23 de setiembre del año en curso, que sólo se ha podido disponer de ese vehículo en una ocasión y que en algunas giras se han utilizado vehículos poco aptos por las condiciones topográficas de los caminos de acceso a la ZMT.

c) Se carece de un sistema de información que permita disponer de información actualizada, oportuna y confiable con respecto a la gestión institucional referida a la administración de la ZMT bajo su tutela, lo que genera deficiencias en la calidad y suficiencia de la información relativa a la administración de este bien de dominio público y en el cobro del canon pertinente, lo que fue ratificado por el Encargado del Departamento de ZMT. 
En efecto, dicho funcionario señaló a esta Contraloría General, que cuando asumió la dirección del departamento, se encontró con un archivo de expedientes sumamente deficiente, que no permitía conocer cuántas concesiones estaban aprobadas, cuáles solicitudes de concesión estaban en trámite de aprobación, denegadas o en estado pasivo y cuál era el canon que se estaba cobrando. Por lo anterior, desde el año 2004 viene levantando en hojas excel un inventario de todos los expedientes activos, consignando datos generales de los interesados, del canon que deben pagar y del pendiente de cobro que adeudan, cuya información se traslada periódicamente al Área de Cobros para que realice la gestión de cobro administrativo, notificando a los afectados y al área de cajas, para el cobro del canon pertinente.

Por su parte, la información que se traslada al Área de Cajas de la Municipalidad de Nandayure, a pesar de que la suministra el Departamento de ZMT, presenta inconsistencias por cuanto dicha área administra información de contribuyentes con pendiente de cobro sobre los cuales no se tienen datos en los registros que para ese efecto lleva el Departamento de ZMT, o bien, presentan un canon a cobrar distinto, lo que además evidencia la ausencia de conciliaciones entre los registros que se llevan en esas unidades administrativas para homologar la información de los administrados de la ZMT y para el cobro del canon respectivo.

Las situaciones descritas son contrarias a lo establecido en las normas de control interno de observancia obligada por las entidades y órganos sujetos a la fiscalización de la Contraloría General
, que señalan la necesidad de hacer conciliaciones o verificaciones para garantizar la corrección e integridad de los registros y la veracidad de la información que contienen los expedientes y que los sistemas de información deben contemplar mecanismos y procedimientos coherentes para asegurar que la información recopilada y generada presente un alto grado de calidad, sea oportuna y actualizada.
d)
En cuanto a la administración y custodia de los expedientes de ZMT, se destacan, entre otras situaciones, las siguientes:

i. Para el archivo y custodia de los expedientes, se utilizan archivos metálicos, los cuales están saturados de documentos, lo que ocasiona que algunos de estos se tengan sobre el mostrador, archivadores y escritorios existentes en el departamento.

ii. La estructura física donde se ubica la oficina en la cual se custodia la información, además de ser reducida no reúne las condiciones mínimas de seguridad, ya que carece de medidas de protección, pues su división con respecto a otras oficinas de la Municipalidad, e incluso a la sala de atención al público, consiste en un mostrador, incluyendo la puerta de acceso a esa oficina, la cual está a la misma altura del mostrador, lo que eventualmente podría facilitar la sustracción o alteración de los expedientes. 
iii. Existe libre acceso a la información a personas o funcionarios que no pertenecen al Departamento de ZMT, e incluso por abogados que no tienen relación con el trámite de las solicitudes de concesión que están en proceso de aprobación.
iv. Hay expedientes con los documentos sin foliar en un 100%.

v. Algunos expedientes contienen sólo la información referida a la cesión de derechos de concesión, sea que carecen de información relevante como son los documentos relativos a la concesión original de la parcela o lote, la cual es fundamental para la toma de decisiones de la Administración Municipal, por cuanto se pierde la posibilidad de darle seguimiento a casos particulares desde su origen hasta la información actual que contenga el expediente, o bien, rastrear algún dato que se necesite conocer con respecto a la concesión otorgada en su momento.  
Las deficiencias citadas evidencian el incumplimiento de la normativa de control interno
, que demandan de las organizaciones, contemplar mecanismos y procedimientos coherentes para asegurar que la información recopilada y generada presente un alto grado de calidad, sea oportuna, esté actualizada y fácilmente accesible para las personas.  Asimismo, que los sistemas de información cuenten con controles adecuados para garantizar la confiabilidad, la seguridad y una clara administración de los niveles de acceso a la información y datos sensibles.  Para ello, la institución debe implantar y aplicar políticas y procedimientos de archivo apropiados para la preservación de los documentos e información que deba conservar en virtud de su utilidad o por requerimiento técnico o jurídico.

e)
En relación con el tema de la estructura administrativa para el control de la ZMT, según el plan anual operativo del 2007, la Municipalidad sólo consignó como objetivos, “generar recursos para dotar al Departamento de ZMT del mobiliario, equipo y suministros necesarios para el control de la ZMT; igualmente, para el pago de salarios, cargas sociales y financieras y servicios de asesoría para el personal de ese Departamento”, sin contemplar objetivos vinculados con fortalecer los procesos de planificación, control y vigilancia de la ocupación y aprovechamiento de la zona.
No obstante lo anterior, la Municipalidad no cumplió a cabalidad con los propósitos, pues de los ¢128,57 millones que administró en el año 2007 por concepto de ingresos por ZMT, solo aplicó ¢54,48 millones, de los cuales ¢35,19 millones se destinaron a obras cantonales que no tienen que ver con la ZMT y ¢19,30 millones para cubrir los rubros presupuestarios antes mencionados. Además, reportó una subejecución presupuestaria de ¢74,09 (57,63% de los ingresos) que pasaron a engrosar el superávit municipal en detrimento del servicio y control municipal de la ZMT, tal como se aprecia en el cuadro siguiente:

	Municipalidad de Nandayure

	Liquidación de Ingresos y Gastos por concepto 

	de Alquiler de Milla Marítima y cánones en nuevas concesiones

	Al 31 de diciembre de 2007

	Concepto
	En millones de ¢
	% en relación con Ingresos

	Ingresos:
	 
	 

	Recibo por alquileres de terrenos ZMT año 2007
	87,97
	 

	Ingresos financieros año 2007
	2,33
	

	Saldo liquidación ejercicio 2006
	38,27
	 

	Total Ingresos al 31-12-07
	128,57
	 

	Egresos:
	 
	 

	Mejoramiento de la zona marítimo terrestre
	 19,30
	 

	Obras de mejoramiento del cantón
	35,19
	 

	Total Egresos al 31-12-07 
	54,48
	42,37%

	 
	 
	 

	Superávit Específico al 31-12-07
	74,09
	57,63%

	Fuente: Liquidación Presupuestaria ejercicio económico 2007 y presupuesto de egresos de ese año


Si bien se observa un esfuerzo por aplicar los recursos recibidos por ZMT, la expectativa de esa municipalidad es que el ingreso anual prácticamente se duplicará con la actualización de avalúos tal como se comentará más adelante, lo que va a demandar un mayor esfuerzo de ese municipio por procurar su uso oportuno y eficiente, de modo que garantice robustecer aspectos como la formulación de planes reguladores en zonas que no cuentan con ellos, mejorar la vigilancia y ocupación de las zonas, mejorar el servicio al cliente, mejorar el archivo de expedientes, fortalecer la capacitación del personal, fortalecer los sistemas de información existentes y contar con la asesoría necesaria en cuanto a ZMT.

Al respecto, el Alcalde Municipal señaló a esta Contraloría General, que durante el año 2008 se corrigieron aspectos como la formulación de los planes operativos con metas y objetivos más precisos para la ZMT, donde se está utilizando un 100% de los recursos que se han generado en el arreglo de vías de acceso a la zona costera, ya que debido a la topografía del lugar y las condiciones climáticas de la zona, demanda de la municipalidad un mantenimiento permanente de las mismas; igualmente, menciona que con los escasos recursos con que se cuenta, se está trabajando en el mantenimiento y ornato de las vías de acceso a las zonas públicas de las playas; además, que una vez que el Ministerio de Hacienda resuelva los recursos de revocatoria presentados por los concesionarios sobre los nuevos avalúos, si éstos son acogidos favorablemente para la municipalidad, los ingresos por concepto de canon de ZMT casi se duplicarían, con lo cual se puede atender de manera más eficiente las necesidades relativas a la administración, vigilancia y control de la ZMT.

2.4 Cobro del canon
De acuerdo con el artículo 50 del Reglamento de la citada Ley, los avalúos tienen una vigencia de cinco años contados a partir del período siguiente a su firmeza y los cánones vigentes deberán ajustarse de conformidad con el nuevo avalúo, para lo cual los contratos respectivos deberán contener estipulación expresa en este sentido.  Asimismo, el transitorio VII de la Ley sobre la ZMT, dispone que las municipalidades con jurisdicción en esa zona cobrarán el canon que establece esta ley para sus ocupantes  y que el cobro se hará de acuerdo con el uso y con el avalúo actual de la Dirección General de la Tributación.

Sobre el particular se determinó que de los 501 expedientes de ZMT
, 292 de ellos contaban con el documento de avalúo y aproximadamente 275 (el 94%) se encontraban actualizados (año 2006 a la fecha). No obstante, de 93 de esos avalúos actualizados (32%), los interesados presentaron recursos por considerarlos desproporcionados en relación al canon que regularmente venían pagando.

Pese a que los avalúos impugnados fueron remitidos por la Municipalidad hace más de dos años al Órgano de Normalización Técnica de la Dirección General de Tributación para efectos de reconsideración, tal como lo dispone el artículo 51 del Reglamento a la Ley de ZMT No. 6043, a la fecha esa Dirección General no ha remitido a la Municipalidad los informes confirmando o modificando el dictamen original según proceda, lo que está incidiendo en una menor recaudación del canon de ZMT y de otros ingresos, como sería el Impuesto de Bienes Inmuebles.
Según la proyección municipal, la aplicación de los nuevos avalúos le permitiría recaudar aproximadamente ¢248,6 millones anuales
 por concepto de canon de ZMT; no obstante, debido a la impugnación de la mayoría de ellos, como ya se citó, el Departamento de ZMT presupuestó en el año 2008 ingresos por la suma de ¢130 millones y estima recaudar en el 2009 ¢180 millones, más del doble de la recaudación anual 2007.
Por otro lado, al 24 de setiembre de 2008 existía un pendiente de cobro por concepto de canon de ZMT de ¢134,3 millones y a esa fecha apenas se había recaudado ¢59 millones (45% de los ingresos presupuestados en el 2008), lo cual indica que pese a los esfuerzos desplegados por esa Municipalidad a partir del 2007, para realizar una gestión de cobro masiva, ésta no ha sido del todo efectiva, lo que no le permite a ese Gobierno Local contar con los recursos financieros necesarios para llevar a cabo una labor eficaz de administración y vigilancia de la ZMT y generar el desarrollo de la infraestructura pública como vías de acceso a esos lugares, de acuerdo con lo que dispone la Ley 6043 y su reglamento.
Sin embargo, se debe destacar que el artículo 53 de la Ley sobre la ZMT da la potestad a las municipalidades de cancelar las concesiones por la falta de pago del respectivo canon y el derecho a su cobro prescribirá en el plazo de cinco años conforme lo establece el artículo 73 del Código Municipal.

3.
CONCLUSIONES
Si bien la Municipalidad de Nandayure ha venido realizando esfuerzos por mejorar la admistración de su ZMT, requiere avanzar más en la planificación, administración, vigilancia y protección de ese patrimonio natural del Estado, en procura de su adecuado uso y aprovechamiento.

En materia de planificación, se debe trabajar en la regulación de las áreas que no cuentan con planes reguladores y en el cumpliento de los requisitos legales que deben cumplir esos planes 

Además, es necesario que esa municipalidad continúe tomando acciones para resolver las invasiones de la zona pública y ordene la ocupación de la zona restringida regulada, en la que muchos no cuentan con la concesión aprobada, lo cual se agrava porque la misma Municipalidad percibe de los ocupantes sumas por concepto de canon y ha permitido el desarrollo de construcciones en esas parcelas.

Para cumplir con lo anterior, la Municipalidad debe fortalecer la unidad encargada de la ZMT, dotándola de los recursos humanos y materiales para que pueda cumplir una adecuada labor de vigilancia y protección de la ZMT.  Esa unidad debe implementar los controles que le permitan contar con un sistema de información y custodia de expedientes para resguardar la confidencialidad y seguridad de la información. 
Por otro lado, es muy importante que ese Gobierno Local tome acciones para hacer más efectiva la gestión de cobro del canon de ZMT, de modo que se puedan recaudar más recursos para destinarlos a mejorar la planificación y la conservación de ese patrimonio público, así como la infraestructura y vías de acceso.

4.
DISPOSICIONES FINALES
Con fundamento en lo expuesto, así como en las potestades conferidas en los artículos 183 y 184 de la Constitución Política, y los artículos 12 y 21 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, se emiten las siguientes disposiciones.
Este órgano contralor se reserva la posibilidad de verificar, mediante los medios que considere pertinentes, la efectiva implementación de las disposiciones emitidas, así como de valorar la aplicación de los procedimientos administrativos que correspondan, en caso de incumplimiento injustificado de tales disposiciones.

4.1
Al Concejo Municipal
Apoyar, en la medida y forma que le corresponde a ese órgano colegiado, las iniciativas o planes de acción que proponga la Administración para el efectivo y oportuno cumplimiento de las disposiciones giradas en el aparte 4.2 del presente informe, de forma que se dote de los recursos necesarios (financieros, humanos, tecnológicos y logísticos), así como del apoyo requerido, que permitan la fluidez en la implementación de las acciones propuestas para fortalecer las tareas de protección y vigilancia de la zona marítima de ese cantón.
4.2
Al Alcalde Municipal
a)
Diseñar, en el plazo de tres meses, un plan de acciones para fortalecer la planificación, administración, vigilancia y protección de la zona marítimo terrestre del cantón, en el que se incluyan como mínimo, las actividades específicas a realizar, los funcionarios responsables de su ejecución, el plazo máximo para su cumplimiento (que no puede sobrepasar de 18 meses) y los recursos necesarios. Dicho plan deberá contener al menos las siguientes acciones:

i.
Elaboración y propuesta al Concejo, para su aprobación y puesta en vigencia, por medio de los correspondientes planes de desarrollo y operativos de esa Municipalidad, de las políticas, objetivos y procedimientos que normen las acciones relacionadas con la planificación, administración, vigilancia y protección de la ZMT, en aspectos como deberes y derechos de las partes (Administración-interesado), los procedimientos para el otorgamiento de concesiones o cesiones tanto a personas físicas como jurídicas, acciones de vigilancia y control sobre el uso y ocupación de parcelas, procesos de aprobación de planes reguladores y la evaluación del impacto ambiental por parte la SETENA, y procedimientos para el desalojo de invasiones que se presenten en la zona pública.

Estos lineamientos deberán ajustarse a la normativa legal y técnica que ordena esta materia, entre ella, la Ley No. 6043 y su reglamento, Ley Forestal No. 7575; criterios emitidos por el ICT, pronunciamientos emitidos por la Procuraduría General de la República, la Sala Constitucional y esta Contraloría General. Ver punto 2.1 de este informe.  

ii. 
Revisión general de los planes reguladores para verificar la implementación de los usos de suelo aprobados, los accesos a la zona pública, la inclusión de las zonas de cooperativas en aquellos planes reguladores que carecen de ese requisito, obtener la calificación de los suelos del MINAET y evaluación del impacto ambiental por parte de la SETENA para aquellos planes reguladores que aún no la tienen.

En el evento de comprobarse carencias de infraestructura, que los suelos califiquen como PNE, o situaciones que impactan el ambiente, proceder a realizar las modificaciones de esos instrumentos de control a fin de que sean corregidos y sometidos nuevamente a conocimiento y aprobación de las instituciones competentes para su posterior implementación, quedando inhibida la municipalidad de otorgar concesiones en los predios que presenten alguna de esas situaciones hasta que se realicen las correcciones pertinentes. Igualmente, en el caso de las concesiones ya aprobadas en los sectores donde los planes reguladores presentan dichas deficiencias, las mismas deben ajustarse de conformidad con lo que en derecho corresponda en casa caso. Ver puntos 2.1 y 2.2.1 de este informe.  

iii.
Elaboración e implementación de los planes reguladores, en la porción de la ZMT que aún carece de tales instrumentos de planificación, de tal manera que le sirvan como el insumo principal para poder otorgar concesiones así como el control y desarrollo urbano de la ZMT del cantón.  Estos instrumentos de planificación no deben ser propuestos ni financiados por sujetos de derecho privado, deben estar sustentados en los planes generales de uso de la tierra, contar con la zona de cooperativas, la viabilidad o dotación de los servicios básicos como luz y agua potable, con la calificación de suelos por parte del MINAET y la evaluación del impacto ambiental por parte la SETENA. Véase el punto 2.2.3 de este informe.

b)
Coordinar con el MINAET para que, en el plazo de 12 meses, esa institución certifique todas las áreas de bosque o de aptitud forestal, manglares y humedales del cantón de Nandayure que son PNE, incluyendo dentro de ellas Playa Bejuco – Sector de Pilas y la isla Berrugate. Mientras el MINAET no certifique si dichos terrenos forman parte o no del PNE, la municipalidad debe abstenerse de otorgar o renovar concesiones o permisos de uso de suelo en esos terrenos, ni aprobar permisos de construcción y prohibir la realización de cualquier desarrollo, edificación u obra que comprometa la conservación y el mantenimiento de los bosques, manglares y los humedales existentes  en ese cantón.   Ver puntos 2.1 y 2.2.3  de este informe.
c) 
Presentar en los próximos tres meses, un plan de acciones para que en el plazo de 12 meses esté ordenada la zona pública de manera que dicha área se destine por completo y sin restricciones de ninguna índole al uso público, se protejan y conserven en forma adecuada sus recursos naturales y se preserve su belleza escénica, esto de conformidad con lo dispuesto en el artículo 61 y siguientes de la Ley No. 6043. Asimismo, se deberán establecer las responsabilidades que correspondan a los funcionarios municipales y a los concesionarios, por la eventual utilización irregular de los terrenos que conforman la indicada zona. Sobre el particular, obsérvese lo señalado en el punto 2.2.1 de este informe.

d) Ajustar, en el plazo de tres meses, el trámite de aprobación de concesiones a las disposiciones contenidas en la Ley sobre la ZMT y su Reglamento, advirtiendo que, en el evento de comprobarse situaciones irregulares en el trámite seguido podría generar el establecimiento de las responsabilidades administrativas y/o penales y la aplicación de las sanciones contenidas en el artículo 63 de la Ley antes citada.  Cabe agregar, que mientras la concesión no haya sido aprobada por el ICT e inscrita en el Registro Nacional, la Municipalidad no puede permitir la construcción de edificaciones en el área restringida de las zonas reguladas y menos otorgar permisos de construcción, amparándose en una solicitud de concesión presentada por el interesado. Al respecto, véase lo señalado en el punto 2.2.2 de este informe.

e) Realizar en el plazo de 12 meses, un estudio de la situación que presentan los solicitantes de concesiones en la ZMT a efecto de establecer las razones por las cuales los procesos de concesión iniciados no se han finiquitado, y proceder en forma expedita a resolver las solicitudes conforme a derecho, o tenerlas por desistidas y  archivarlas, según lo dispone el Reglamento a la Ley sobre la ZMT.  Ver punto 2.2.2.

f)
Coordinar con la Dirección de Tributación Directa del Ministerio de Hacienda, para que en el plazo de 12 meses se actualicen los avalúos de todas las concesiones de ZMT aprobadas por esa municipalidad, que a la fecha se encuentren sin renovar. Asimismo, para que ese Ministerio resuelva con celeridad los procesos de impugnación de avalúos que hasta la fecha se encuentran pendientes de resolver. Ver punto 2.2.2  y 2.4 de este informe.
g) 
Implementar, a partir del ejercicio económico 2009, como parte de la ejecución del plan operativo, las acciones para cumplir con los objetivos referentes a dotar a los funcionarios del Departamento de ZMT de los recursos para que ejecuten acciones preventivas de control en el uso de los recursos de la ZMT. Para ello, se debe brindar capacitación sobre las labores que deben desempeñar, obtener asesoría legal permanente, darles los recursos materiales como vehículos, mobiliario, equipo tecnológico, sistemas de información y un área física apropiada, así como también, la implementación de un sistema de archivo de expedientes de concesiones de ZMT, que permita salvaguardar la seguridad de los documentos que ellos contienen.  Asimismo, definir objetivos y metas para fortalecer la formulación de los planes reguladores y el proceso de concesión. Ver el aparte 2.3 de este informe. 
h)
Coordinar con el Servicio Civil en el plazo de 12 meses, una evaluación del Manual Descriptivo de Puestos que se tiene en vigencia en esa Municipalidad, a efecto de que los perfiles de los puestos del personal que labora en el Departamento de Zona Marítimo Terrestre se ajuste a las tareas que ellos realizan, y de acuerdo con los resultados que se obtengan, realizar las previsiones presupuestarias en el evento de que se tenga que modificar la escala salarial de esos funcionarios. Ver el aparte 2.3 de este informe.
i)
Elaborar, en coordinación con el Encargado del Departamento de ZMT, un programa de inspecciones y visitas de control, para lo cual se debe dotar a ese departamento de los medios de transporte y otros equipos necesarios.  En el evento de que los préstamos de recursos a otras áreas sean recurrentes, evaluar la posibilidad de realizar las reservas presupuestarias pertinentes para dotar a las áreas administrativas que los requieran, de los recursos necesarios para cumplir a cabalidad con sus tareas. Véase lo comentado en el aparte 2.3 de este informe.
j)
Definir y poner en práctica, en el término de tres meses, las políticas y directrices en relación con el archivo de documentos y el manejo de los expedientes, a efecto de que se garantice su adecuado manejo y custodia y la preservación de la documentación que contienen.  Ver lo comentado en el punto 2.3 de este informe. 

k) 
Realizar y documentar, en el término de tres meses, las conciliaciones de los registros auxiliares que se llevan en el área de cajas con los registros que se tienen en el Departamento de ZMT, para determinar y enmendar cualquier error u omisión que se haya cometido en el procesamiento de los datos referentes al cálculo del importe a cobrar por el alquiler de esos terrenos, consignados en los documentos fuente.  Sobre el particular, obsérvese lo comentado en el punto 2.3 de este informe. 

l)
Proponer un programa de gestión de cobro, para ser ejecutado por los Departamentos de ZMT y Cobros y por el Área de Recaudación, para que en el plazo de doce meses, se haya reducido el pendiente de cobro por concepto de canon.  Este programa debe estar elaborado en el plazo de dos meses. Ver aparte 2.4 de este informe.
La información que se solicita en este informe para acreditar el cumplimiento de las disposiciones anteriores, deberá remitirse, en los plazos y términos antes fijados, al Área de Seguimiento de Disposiciones de la Contraloría General de la República.
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� Ley General sobre Terrenos Baldíos de 1939, Ley 19 de 1942, Ley 276 de 1942, Constitución Política de 1949, Ley de Tierras y Colonización de 1961, Ley Forestal de 1969.





� Oficio 01 ZMT MUNANDA – CGR del 16 de setiembre de 2008.


� No. 6043 del 17 de febrero de 1977.


� Decreto No. 7841-P del 16 de diciembre de 1977.


� Oficio 01 ZMT MUNANDA – CGR, del 16 de setiembre de 2008, suscrito por José Humberto León Abadía, encargado del Departamento de ZMT de la Municipalidad de Nandayure.


� Pese a que el Departamento de ZMT señala en oficio 01 ZMT MUNANDA – CGR, del 16 de setiembre 2008, que se desconoce  el área correspondiente a propiedades inscritas en el Registro Público, el dato de 0, 69 km2  correspondiente a ellas se estimó así: (5,6 km2  de ZMT del cantón, menos 0,6 km2  de ZMT protegida, menos  2,76 km2  de ZMT no regulada,  menos 1,55 km2   de ZMT regulada).


� Expedientes de planes reguladores existentes en el Departamento de ZMT de la Municipalidad de Nandayure y datos suministrados por el ICT mediante oficio DPD-P-623-2007 del 4 de junio de 2007.


�   Dictamen No. C-234-2006 del 7 de junio de 2006.


�   Dictamen No. C-093-2007 del 27 de marzo de 2007


� Artículo Nro. 15 Ley 7575 de 1995.


� Acuerdo SJD-061-2006 de Junta Directiva del ICT, sesión ordinaria No. 5398, artículo 5, inciso III, del 24 de enero de 2006.


� Aprobado por la Junta Directiva en la Sesión Ordinaria Nº 5391, artículo 5, inciso III, del 06 de diciembre del 2005.


� Sentencia 01220-2002 del 6 de febrero de 2002, se declara  parcialmente con lugar la acción de inconstitucionalidad para la reforma a los artículos 19 y 20 del Reglamento de procedimientos de la Secretaria Técnica Nacional Ambiental, (SETENA) introducida por Decreto Ejecutivo 26.228 MINAE y  el articulo 20 del texto original del mismo reglamento, Decreto Ejecutivo 25.705 MINAE. 


� Resolución No. 2007017388 del 28 de noviembre de 2007 relacionada con el expediente 07-005450-0007-CO.


�  Inciso c)  del artículo 57 de la Ley 6043  y 66 del reglamento.


� Oficio OF 06 y  07 del 2008 ZMT-CM del 14 de julio 2008 y 21 de agosto 2008, respectivamente.


� Oficio ACT-OR-D-486 del 6 de agosto 2007 (sic), Informe ACT-OSRH-456 del 5 de agosto 2008.


�  Procuraduría General de la República (PGR).  Oficio No. O.J.-210-2003 del 27 de octubre de 2003.  (Cita tomada del voto de la Sala Constitucional No. 5210-97 del 2 de setiembre de 1997).


� Pronunciamiento No. C-100-95 del 10 de mayo de 1995.


� Voto No. 2658-93 del 11 de junio de 1993.


�  Decreto Ejecutivo No. 7841-P del 16 de diciembre de 1977, publicado en La Gaceta No. 20 del 27 de enero de 1978.


�  Procuraduría General de la República, oficio No. C-123-96 del 29 de julio de 1996.


� Oficio 01 ZMT MUNANDA – CGR del 16 de setiembre de 2008.


� Oficio ACT-OR-D-486 del 6 de agosto 2007 (sic), Informe ACT-OSRH-456 del 5 de agosto de 2008.


� Oficio ACT-OR-D-486 del 6 de agosto 2007 (sic), Informe ACT-OSRH-456 del 5 de agosto de 2008.


� Procuraduría General de la República.  Oficio No. C-100-95 del 10 de mayo de 1995.  Punto III  ”Los permisos de uso y su aplicación en la zona marítimo terrestre”.





� Oficio 01 ZMT MUNANDA-CGR, del 23 de setiembre 2008.


� Normas 2.5 y 6.5 del Manual de normas generales de control interno para la Contraloría General de la República y las entidades y órganos sujetos a su fiscalización.


� Normas No. 4.14  y 5.2 del Manual de normas generales de control interno para la Contraloría General de la República y las entidades y órganos sujetos a su fiscalización.


� Normas 5.1, 5.4 y 5.6 del Manual de normas generales de control interno para la Contraloría General de la República y las entidades y órganos sujetos a su fiscalización.


� Inventario de expedientes de ZMT clasificado por número de avalúo


� Hoja de pendiente de cobro Coyote – San Miguel





